
 

 

 

 

Señor 

JUEZ DE TUTELA DE   – REPARTO 

E.       S.      D. 

 

 
 

 

 

ASUNTO:   ACCION DE TUTELA EN AMPARO DE DERECHO DE 

PETICION (ART. 23 C.N. y art. 6 C.C.A.) 

 

 

 

 

ACCIONANTE: DIEGO ARMANDO MOLINA MOYA. 

ACCIONADO: SECRETARIA DE TRANSITO Y MOVILIDAD DE 

GIRON SATANDER. 

 

 
 

DIEGO ARMANDO MOLINA MOYA, identificado con la cedula numero 

79.939.  expedida en bogota .c , actuando en mi propio nombre, con todo 

respeto manifiesto a usted que en ejercicio del derecho consagrado en 

el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el Decreto 

2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo ACCION DE 

TUTELA, EN AMPARO DE DERECHO DE PETICION (ART, 23 C.N. Y 

ART, 6 C.C.A), en contra de la SECRETARIA DE TRANSITO Y 

MOVILIDAD DE  con el fin de que me sean garantizados mi derecho 

fundamental como lo es el DERECHO DE PETICION, ya que desde el 

pasado 23 de febrero del año 2021 instaure un derecho de petición a 

esta entidad con el fin de solicitar la prescripción  

 

PRIMERO: me acercado varias veces al despacho de la 

SECRETARIA DE TRANSITO Y MOVILIDAD DE   donde tiene la 

oficina de atención al usuario y me responden de forma verbal con 

evasivas que ya está en elaboración que se demora 10 días, otras 

veces me dicen que cinco días, otra veces me dicen que hay mucho 

trabajo y hasta la fecha no tengo respuesta concreta  

 



 

 

 

 

 

El derecho de petición se vulnera cuando la solicitud  no se resuelve 

oportunamente. El silencio administrativo negativo no protege el 

mencionado derecho, por lo cual verá vulnerado hasta tanto la 

administración no decida de fondo sobre lo solicitado. 

Sobre el tema en particular, la Sala Quinta de Revisión de la Honorable 

Corte Constitucional, en la sentencia T-084 de 2002 recopiló la 

jurisprudencia  que había sido proferida por esta Corporación, indicando 

que: 

  

“Esta Corte ha reiterado en su jurisprudencia que el derecho de petición 

no solamente se ve vulnerado cuando la autoridad obligada a dar una 

respuesta pronta y de fondo no la profiere; sino también en el evento de 

que el particular, en procura de agotar la vía gubernativa, recurre un 

acto administrativo con la finalidad de que se aclare, se modifique o se 

revoque el mismo y la respectiva entidad no contesta. En este último 

caso, es menester del Estado tomar las medidas respectivas para 

conjurar la situación anómala y restablecer el derecho conculcado. 

 

“Esta Corte en su jurisprudencia ha señalado al respecto: 

  

‘... si la administración no tramita o no resuelve los recursos, dentro de 

los términos legalmente señalados, vulnera el derecho de petición del 

administrado y, por lo tanto, legitima al solicitante para presentar la 

acción de tutela. Ahora bien, la acción contencioso administrativa no es 

el medio judicial idóneo para obtener la resolución de los recursos de 

reposición y apelación, como quiera que, tal y como lo ha dicho esta 

Corporación en múltiples sentencias “el silencio administrativo no 

protege el derecho de petición, pues tiene un objeto distinto y, por otra 

parte, es precisamente prueba clara e incontrovertible de que el mismo 

ha sido violado” Además, el administrado “conserva su derecho a que 

sea la propia administración, y no los jueces, quien resuelva sus 

inquietudes, pues al fin y al cabo ella es la obligada a dar respuesta’ 

(Sentencia T-1175 de 2000 M. P.: Alejandro Martínez Caballero). 

  

 

 

 



 

 

 

“Igualmente se dijo: 

  

‘... el hecho de que haya transcurrido el tiempo suficiente para que en 

el trámite del asunto se pueda válidamente alegar el silencio 

administrativo, en nada remedia el hecho de que no se resolvió de 

manera oportuna la petición y, por tanto, es ineludible concluir que la 

entidad accionada sí violó el derecho de petición de la actora. Al 

respecto, la jurisprudencia constitucional es reiterada; véase por 

ejemplo la siguiente transcripción, extraída de la sentencia T-552/00: 

  

"En esta oportunidad, la Corte reiterará la doctrina constitucional vertida 

en su doctrina jurisprudencial, según la cual, el derecho de petición 

también es tutelable en la vía gubernativa, cuando los recursos que se 

interpongan contra un acto administrativo no sean decididos 

oportunamente. En efecto, en la Sentencia T-365 de 1998, dijo la Corte, 

a propósito de un caso semejante al que ocupa la atención de la Sala 

en esta oportunidad, lo siguiente: 

  

'Según tal consolidada doctrina, desconocida por los falladores de 

instancia, la falta de respuesta oportuna de los recursos previstos por el 

propio Código Contencioso Administrativo, en orden a debatir frente a 

la propia Administración sus decisiones, constituyen una de las 

múltiples facetas que muestra en el panorama legislativo el derecho 

fundamental “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución” de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 Superior. 

'Y ello es así puesto que el silencio administrativo opera simplemente 

como resultado de la abstención de resolver una petición formulada, lo 

que quiere decir que su ocurrencia es muestra palmaria e 

incontrovertible de la conculcación del derecho'. (Sentencia T-365 de 

1998 M.P. Dr. Fabio Morón Díaz) (Sentencia T-214 de 2001 M.P.: 

Carlos Gaviria Díaz). 

Por último se hace referencia a la siguiente sentencia:  

‘En efecto, cuando la administración no tramita o se abstiene de 

resolver dentro de los términos legales un recurso que ante ella ha 

sido elevado, vulnera el derecho de petición y, por ende, el 

interesado queda habilitado para acudir a la acción de tutela y 

obtener la protección judicial de su derecho quebrantado (Sentencia 



 

 

T-788 de 2001 M.P.: Jaime Córdoba Triviño).” (Subrayas y negrillas 

fuera de texto) 

  

El derecho de petición se vulnera cuando el recurso interpuesto contra 

un acto administrativo no se resuelve oportunamente. El silencio 

administrativo negativo no protege el mencionado derecho, por lo cual 

verá vulnerado hasta tanto la administración no decida de fondo sobre 

lo recurrido. 

 

Sobre el tema en particular, la Sala Quinta de Revisión de la Honorable 

Corte Constitucional, en la sentencia T-084 de 2002 recopiló la 

jurisprudencia  que había sido proferida por esta Corporación, indicando 

que: 

 

 

 

➢ TUTELA 945 DEL 2009. 
 

"Los únicos actos susceptibles de acción contenciosa 

administrativa son los actos definitivos, no los de trámite 

o preparatorios; (…) 

  

"No obstante, a juicio de esta Corte, aunque en principio 

no procede la tutela contra los actos de trámite o 

preparatorios, que simplemente se limitan a ordenar que 

se adelante una actuación administrativa dispuesta por la 

ley, de manera oficiosa por la administración, en ejercicio 

del derecho de petición de un particular o cuando éste 

actúa en cumplimiento de un deber legal ( art. 4o. 

C.C.A.), excepcionalmente, algunos actos de trámite o 

preparatorios, pueden conculcar o amenazar los 

derechos fundamentales de una persona, en cuyo caso, 

sería procedente la acción de tutela como mecanismo 

definitivo". 

 

 

 

 



 

 

  

“Esta Corte ha reiterado en su jurisprudencia que el derecho de petición 

no solamente se ve vulnerado cuando la autoridad obligada a dar una 

respuesta pronta y de fondo no la profiere; sino también en el evento de 

que el particular, en procura de agotar la vía gubernativa, recurre un 

acto administrativo con la finalidad de que se aclare, se modifique o se 

revoque el mismo y la respectiva entidad no contesta. En este último 

caso, es menester del Estado tomar las medidas respectivas para 

conjurar la situación anómala y restablecer el derecho conculcado. 

 

“Esta Corte en su jurisprudencia ha señalado al respecto: 

  

‘... si la administración no tramita o no resuelve los recursos, dentro de 

los términos legalmente señalados, vulnera el derecho de petición del 

administrado y, por lo tanto, legitima al solicitante para presentar la 

acción de tutela. Ahora bien, la acción contencioso administrativa no es 

el medio judicial idóneo para obtener la resolución de los recursos de 

reposición y apelación, como quiera que, tal y como lo ha dicho esta 

Corporación en múltiples sentencias “el silencio administrativo no 

protege el derecho de petición, pues tiene un objeto distinto y, por otra 

parte, es precisamente prueba clara e incontrovertible de que el mismo 

ha sido violado” Además, el administrado “conserva su derecho a que 

sea la propia administración, y no los jueces, quien resuelva sus 

inquietudes, pues al fin y al cabo ella es la obligada a dar respuesta’ 

(Sentencia T-1175 de 2000 M. P.: Alejandro Martínez Caballero).  

“Igualmente se dijo: 

  

‘... el hecho de que haya transcurrido el tiempo suficiente para que en 

el trámite del asunto se pueda válidamente alegar el silencio 

administrativo, en nada remedia el hecho de que no se resolvió de 

manera oportuna la petición y, por tanto, es ineludible concluir que la 

entidad accionada sí violó el derecho de petición de la actora. Al 

respecto, la jurisprudencia constitucional es reiterada; véase por 

ejemplo la siguiente transcripción, extraída de la sentencia T-552/00: 

  

 

 

 

 



 

 

"En esta oportunidad, la Corte reiterará la doctrina constitucional vertida 

en su doctrina jurisprudencial, según la cual, el derecho de petición 

también es tutelable en la vía gubernativa, cuando los recursos que se 

interpongan contra un acto administrativo no sean  

Decididos oportunamente. En efecto, en la Sentencia T-365 de 1998, 

dijo la Corte, a propósito de un caso semejante al que ocupa la atención 

de la Sala en esta oportunidad, lo siguiente:  

'Según tal consolidada doctrina, desconocida por los falladores de 

instancia, la falta de respuesta oportuna de los recursos previstos por el 

propio Código Contencioso Administrativo, en orden a debatir frente a 

la propia Administración sus decisiones, constituyen una de las 

múltiples facetas que muestra en el panorama legislativo el derecho 

fundamental “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución” de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 Superior. 

'Y ello es así puesto que el silencio administrativo opera simplemente 

como resultado de la abstención de resolver una petición formulada, lo 

que quiere decir que su ocurrencia es muestra palmaria e 

incontrovertible de la conculcación del derecho'. (Sentencia T-365 de 

1998 M.P. Dr. Fabio Morón Díaz) (Sentencia T-214 de 2001 M.P.: 

Carlos Gaviria Díaz). 

Por último se hace referencia a la siguiente sentencia:  

‘En efecto, cuando la administración no tramita o se abstiene de 

resolver dentro de los términos legales un recurso que ante ella ha 

sido elevado, vulnera el derecho de petición y, por ende, el 

interesado queda habilitado para acudir a la acción de tutela y 

obtener la protección judicial de su derecho quebrantado (Sentencia 

T-788 de 2001 M.P.: Jaime Córdoba Triviño).” (Subrayas y negrillas 

fuera de texto) 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

FUNDAMENTOS JURIDICOS: 

Art. 8 C.P. 

 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 

que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de 

la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea 

posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa 

y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 

investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 

dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 

alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso. 

  

El sistema de precedente  

Ha sido valorado por la Corte como un método de interpretación que no 

solo ayuda a unificar su jurisprudencia, sino también incentiva la 

seguridad jurídica y materializa el derecho a la igualdad. En ese orden, 

por ejemplo, permite a los jueces conocer con exactitud cuáles son las 

reglas aplicables a un caso y cómo este Alto Tribunal ha entendido la 

vulneración, o no, de un derecho fundamental en ese evento en 

específico. Así mismo, garantiza que las personas sean tratadas de 

igual manera, siempre que los supuestos fácticos de sus casos 

coincidan en lo esencial. Pues bien, este método consiste en identificar 

las sentencias más relevantes sobre un asunto, y extraer de ellas las 

principales razones que ha tenido la Corte a la hora de fallar situaciones 

similares. Ello para fijar una regla concreta aplicable al caso estudiado. 

Naturalmente, todas las veces los casos no serán exactamente iguales 

y por tal motivo se hace necesaria una interpretación adicional por parte 

del juez, quien deberá a su vez desplegar una carga argumentativa lo 

suficientemente fuerte en su decisión. Si fuera de otra forma, cada juez, 

según su arbitrio, podría tomar decisiones por fuera del marco 

constitucional vigente. Y mucho más, por fuera de lo que la Corte 

Constitucional ha establecido. 



 

 

 

 

PETICIONES: 

1. Se decrete o se reconozca a  mi favor esta acción de tutela. 

 

2. Solicito el amparo Constitucional de usted señor Juez, y por vía 

de tutela se ordene a la SECRETARIA DE TRANSITO Y 

MOVILIDAD DE BARRANQUILLA me den la respuesta y 

solución de fondo de fondo  de lo que estoy solicitando, 

 

3. En consecuencia de amparo de tutela  se ordene a la 

SECRETARIA DE TRANSITO Y MOVILIDAD DE 

BARRANQUILLA    actualizar  la información en la base de datos 

respecto de mi cedula y mi nombre como corresponde a derecho  

 

 

PRUEBAS: 

-.  Fotocopia del derecho de petición en mención radicado de fecha 15   

de SEPTIEMBRE de 2021 y a la fecha no a llegado la resolución. 

 

 

Atentamente, 

NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES : 

DIRECCION : Av Calle 80 # 73ª – 21  

TELEFONO:  3207693357 – 3144794038 

CORREO : josemanucas82@gmail.com 

DEMANDADO  

Notificación : SECRETARIA DE TRANSITO Y MOVILIDAD DE 

BARRANQUILLA 

 

mailto:josemanucas82@gmail.com



